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El estallido social recorre Ecuador: un pueblo 
en pie frente al neoliberalismo autoritario del 
banquero presidente 
 
Por Adoración Guaman / Virgilio Hernández 
 

 
 
América Latina vive un momento de cambio 
trascendental. La reciente victoria de Gustavo 
Petro y Francia Márquez en Colombia se suma a 
la llegada de Gabriel Boric al gobierno chileno y 
puede ser el preludio del triunfo de Lula da Silva 
en Brasil que confirmaría el giro regional de corte 
progresista y la evidencia del declive de la 
agenda neoliberal. 
 
Los estallidos sociales que han sacudido la 
región desde el año 2019 han influido de manera 
decisiva en el impulso de los cambios 
antedichos. Los levantamientos populares del 
momento prepandemia enfrentaron la estrategia 
autoritaria y represiva de gobiernos como el de 
Iván Duque, Sebastián Piñera o Lenín Moreno, 
cuya única estrategia posible para imponer los 
ajustes económicos brutales fue la represivo-
autoritaria. En algunos escenarios, como 
Colombia o Chile aquellas protestas tuvieron la 
capacidad de reconfigurar alianzas político-
sociales y estructuras político-partidistas, 
articulándose sujetos capaces de disputar el 
poder y ganar procesos electorales no sólo 
frente a la derecha clásica sino frente a las 
expresiones de las nuevas extremas derechas. 
 
Pero no todo han sido victorias en la región y 
mientras celebramos el triunfo del vivir sabroso 
en Colombia, una nueva oleada de violencia 
institucional y de autoritarismo azota a un país 
que se ha convertido en la representación 
regional de la captura corporativa. La República 
del Ecuador, primero en manos de Lenin Moreno 
(entregado a la voluntad de Estados Unidos y de 
los intereses de del capital trasnacional) y ahora 
gobernado por un cártel bancario personalizado 
en Guillermo Lasso, se encuentra sumido en una 
deriva de represión, desinstitucionalización y 

vulneración de derechos humanos que se 
recrudece día a día. 
 

 
 
El gobierno de Lasso, el principal banquero del 
país que ganó las elecciones en abril del 2021, 
ha agudizado la crisis estructural ya iniciada por 
el ajuste neoliberal implementado por el gobierno 
anterior y profundizado durante la pandemia. El 
banquero presidente ha dado continuismo a las 
políticas fondomonetaristas, algo esperable, pero 
también ha ido mucho más allá, agravando los 
problemas de precarización, pobreza, 
inseguridad, desinstitucionalización y primacía 
del lucro personal, con un traspaso sin 
precedentes de los bienes públicos a manos 
privadas (evidenciada entre otras actuaciones en 
los reiterados intentos de vender el Banco del 
Pacífico). De hecho, el Presidente se jacta de 
haber ampliado las reservas internacionales, 
garantizar el pago de la deuda, mejorar el 
movimiento de capitales y asegurar derechos a 
los inversores extranjeros. Mientras arruina los 
servicios públicos del país, en particular la 
sanidad y la educación al tiempo que instaura 
una lógica oligárquica-autoritaria-racista, 
completamente desapegada de la realidad social 
del Ecuador que él y su entorno parecen 
desconocer. 
 
En el momento presente, la situación se ha 
vuelto insostenible para las mayorías sociales 
que asisten a un aumento acelerado de los 
precios de los productos de la canasta básica, 
del transporte y de los productos para la 
producción. Los paralelismos con el Paro 
Nacional de octubre de 2019 frente al gobierno 
de Moreno son cuantiosos y merece la pena 
recordar lo sucedido en aquel momento, cuando 
el primer ajuste duro en cumplimiento del 
acuerdo entre el Ecuador y el Fondo Monetario 
Internacional trajo consigo la adopción de una 
serie de medidas económico-sociales con un 

fuerte impacto sobre la amplia mayoría población 
ecuatoriana. El detonante definitivo de aquella 
protesta social fue la eliminación del subsidio a 
los combustibles, vigente desde hace 40 años. 
Aquellos doce días que paralizaron el país y en 
los que se contabilizaron centenares de heridos, 
más de una decena de fallecidos, miles de 
detenidos y una intensa persecución política, se 
cerraron en falso, con una dura mesa de diálogo 
entre el gobierno y distintos líderes de los 
pueblos y nacionalidades indígenas del Ecuador 
donde se llegaron a acuerdos posteriormente 
incumplidos por Moreno. 
 

 
 
El nuevo ciclo de movilizaciones que sacuden 
Ecuador se asienta de nuevo en el rechazo al 
modelo neoliberal, ahora aplicado, agravado y 
perfeccionado por el gobierno de Lasso. En esta 
ocasión la Confederación de Nacionalidades 
Indígenas del Ecuador (CONAIE) ha planteado 
un decálogo claro de reivindicaciones cuyo 
primer punto es la congelación de los precios de 
los combustibles y la focalización de subsidios 
para sectores vulnerables. Además, entre las 
exigencias del movimiento indígena se 
encuentra la moratoria de deudas de la banca 
pública, privada y cooperativa y la condonación 
para pequeños y medianos productores; los 
precios justos en los productos del campo, el 
subsidio agrícola y el rechazo a la firma de 
Tratados de Libre Comercio (cabe recordar que 
la Constitución del Ecuador todavía prohíbe la 
firma de tratados con sistema de arbitraje 
inversor-Estado, algo que el gobierno parece 
desconocer); la generación de empleo, la 
regulación de derechos laborales y el respeto a 
la libertad de sindicación y organización de la 
clase trabajadora; la moratoria a la expansión de 
la frontera extractiva petrolera y minera y la 
auditoría y reparación integral por los impactos 
socio-ambientales; el respeto a los 21 derechos 
colectivos; la prohibición de la privatización de 
sectores estratégicos; las políticas de control de 
precios y de especulación en el mercado de 
productos de primera necesidad; la garantía del 
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acceso a la educación superior y el refuerzo de 
las políticas públicas de educación y salud. 
Finalmente, en el listado se incluye como pieza 
clave la cuestión de la seguridad, tema que ha 
protagonizado el último año en un país asolado 
por el aumento de la violencia de manera 
general, con índices de criminalidad similares a 
las que se registraban hace 20 años y que se 
expresa con particular virulencia en las cárceles, 
donde han sido asesinadas en estos últimos 12 
meses más de 350 personas y que afecta 
particularmente a jóvenes racializados. 
 

 
 
Ante la falta de voluntad de acuerdo del gobierno 
y la situación insostenible de las mayorías 
sociales, el 13 de junio comenzó la protesta, 
convocada por diversas organizaciones 
(CONAIE, FENOCIN; FEINE; entre otras) que 
llamaron a un Paro Nacional para reivindicar el 
decálogo mencionado. El paro inició con el cierre 
de vías en 12 de las 24 provincias del país y la 
respuesta del gobierno fue tan desmedida como 
ilegal y torpe, con la detención del Presidente de 
la CONAIE, Leónidas Iza, acusado de 
paralización de servicios públicos en un proceso 
plagado de irregularidades, sin orden judicial, sin 
el proceso debido, sin defensa técnica inmediata 
y sin información en Kichwa. Además, para su 
traslado se organizó un impresionante operativo 
policial y militar, deteniéndolo en una base 
aérea. Finalmente, tras su puesta a disposición 
judicial, se le dejó en libertad con la obligación 
presentarse en Fiscalía dos veces por semana, 
prohibición de salir del país y audiencia fijada 
para el 4 de julio, para ser juzgado a través de 
un proceso directo, que junta todas las etapas 
del proceso penal en una sola audiencia en la 
que podría ser sentenciado y encarcelado. La 
indefensión y la violación del debido proceso son 
evidentes y han sido resaltadas por diversos 
juristas del país. 
 

 
 
La detención de Leónidas Iza aceleró el 
estallido. El hastío, descontento, cansancio y 
sufrimiento popular se combinaron con la 
indignación y el sentimiento de agravio por la 
utilización ilegal del aparato judicial contra el 
líder indígena, como ocurrió en el 2019 contra 
determinados líderes de la Revolución 
Ciudadana. Tras su liberación, Leónidas Iza 
afirmó que la CONAIE se mantendría movilizada 
hasta que el Gobierno diera respuestas 
concretas a sus 10 puntos de demandas. 
 
Una vez más, el libreto típico de la represión se 
ha puesto en funcionamiento, como un guion 
bien engrasado. El primer paso fue la 
deslegitimación de la movilización en los medios 
de comunicación, aliados de manera mayoritaria 
con el gobierno, que difundieron las noticias 
falsas provenientes del jefe de los servicios de 
Inteligencia y del ministro del Interior que afirman 
una supuesta financiación de las protestas por 
grupos políticos ligados al crimen transnacional 
con voluntad de desestabilizar al gobierno. 
Además, y de nuevo, el mantra de que “la culpa 
es de Correa” volvía a airearse aun cuando el 
líder de la Revolución Ciudadana, acosado por la 
estrategia de Lawfare (guerra jurídica) desde 
hace años, lleva ya un lustro fuera de país y 
tiene asilo político en Bélgica. Tal y como ocurrió 
en el paro del 2019, el gobierno no ha dudado en 
utilizar las noticias falsas para involucrar en una 
supuesta confabulación golpista a las pocas 
instituciones gobernadas por la oposición, como 
la prefectura de la provincia de Pichincha a cuyo 
frente está la lideresa Paola Pabón. No hay que 
olvidar que la Prefecta fue igualmente víctima de 
una persecución política que la llevó a pasar 
meses en prisión preventiva acusada 
infundadamente de rebelión por el gobierno de 
Lenín Moreno y que la propia Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos dictó 
medidas a su favor. Con Lasso, y a pesar de 
prometer un “gobierno del encuentro”, continúa y 
se agrava la estrategia represiva y el Lawfare, 
que combina, como antaño, la utilización 

ilegítima del aparato judicial, la Fiscalía, la 
Policía y los medios de comunicación. 
 
En paralelo y para facilitar las estrategias de 
represión de la protesta, se ha recurrido a una 
herramienta clásica: la declaración del Estado de 
Excepción. En esta ocasión, se adoptó un primer 
decreto, el 455, cuyo texto prohíbe no sólo la 
libertad de movimiento a determinadas horas del 
día, sino que limita el derecho de reunión y 
asociación y, de forma inaudita, restringe los 
servicios de telecomunicaciones fija, móvil e 
internet, autoriza el uso de la fuerza letal para 
reprimir las movilizaciones y permite detenciones 
y allanamientos, sin orden de juez. Además, el 
texto decretó al Distrito Metropolitano de Quito 
como “Zona de Seguridad” a cargo de las 
Fuerzas Armadas, encargadas de “mantener el 
orden” de manera “complementaria” a la Policía 
Nacional. Para bochorno nacional y ante la 
indignación por lo extralimitado del texto, el 
gobierno difundió la noticia de que este Decreto 
(firmado por el Presidente) era un “borrador”. A 
continuación, se promulgó otra versión del texto, 
donde solo se eliminó la restricción de las 
telecomunicaciones y la autorización para el uso 
de armas letales. 

 
La reacción de las fuerzas de oposición 
representadas en la Asamblea Nacional, 
fundamentalmente la Revolución Ciudadana (la 
bancada de UNES) y una parte de Pachakutik 
(escindido entre aquellos que apoyan a la 
CONAIE de Leónidas Iza y los que decidieron 
apoyar al gobierno) se han unido para debatir la 
pertinencia y proporcionalidad de este Decreto 
del Estado de Excepción. Ante la inminente 
alianza para derogar el texto, el lunes 20 de junio 
el Gobierno decidió eliminarlo de manera 
unilateral, para impedir su debate por parte del 
órgano legislativo, obturando una vez más los 
cauces de debate necesarios en situaciones de 
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en normalidad democrática. Al mismo tiempo, 
Lasso expidió un nuevo decreto, el 459, en el 
que amplía el Estado de Excepción a las 
provincias de la Sierra Central y a la de Pastaza, 
en la Amazonía. La Asamblea tendrá la 
oportunidad de derogarlo, pero debe esperar ser 
notificada oficialmente. Es especialmente 
destacable la rotundidad de la bancada de 
UNES que emitió un comunicado con exigencias 
claras en materia social, económica y de 
derechos fundamentales. Además, la bancada 
de la Revolución Ciudadana cierra el 
comunicado señalando la posibilidad de una 
“muerte cruzada”, que según el modelo 
institucional ecuatoriano permite la destitución 
del Presidente y abre la puerta a la convocatoria 
de elecciones. 
 

 
 
Ajena a esta maraña de normas y actuaciones 
políticas, la Policía no tardó en hacer un uso 
abusivo de la fuerza amparándose en el 
extralimitado paraguas del Estado de Excepción 
para allanar el pasado domingo 19 la Casa de la 
Cultura de Quito. Las razones de la ocupación 
policial de la Casa de la Cultura son evidentes. 
Allí se refugiaron los manifestantes en el paro de 
2019 y en momentos anteriores, siendo el lugar 
emblemático de concentración de las 
movilizaciones de los pueblos y nacionalidades 
indígenas. Con esta actuación el Gobierno trata 
de impedir que se repitan los episodios de 
solidaridad y apoyo popular de la población de 
Quito al movimiento indígena y a las personas 
que protestan. Muchas voces relevantes dentro 
del progresismo ecuatoriano han señalado que 
esta ocupación es un parteaguas, una muestra 
de autoritarismo que no se veía en el país desde 
los años 60 del siglo pasado. Mientras esto 
ocurre, y mientras se escriben estas notas, las 
protestas se siguen sucediendo, con episodios 
de represión cada vez más violentos. Se 
reportan heridos, incluso fallecidos, las 
universidades abren sus puertas como espacio 
humanitario para las comunidades que llegan 
desde otras provincias, se suceden los 

comunicados de alerta y protesta. Incluso la 
directora para las Américas de Amnistía 
Internacional ha señalado en un comunicado que 
la organización pide “al presidente Lasso cesar 
la estigmatización y represión de quienes 
ejercen su derecho a la protesta pacífica, 
publicar información desglosada sobre el número 
de personas heridas y detenidas, así como los 
cargos en su contra, y atender las causas 
estructurales que han llevado a varios sectores 
de la población a manifestarse”. 

 
 
La situación se agrava y una vez más vemos a 
Ecuador, como vimos a Chile o a Colombia, 
sacudido por un estallido social que evidencia la 
incompatibilidad entre el momento actual del 
neoliberalismo y la democracia. El momento 
autoritario se vuelve inevitable para conseguir 
imponer a las mayorías sociales un ajuste  
incompatible con la vida. Ante las protestas, la  
activación del aparato brutalmente represor, 
combinado con la destrucción de la imagen de 
toda disidencia que pasa a ser “enemigo del 
Estado” y la utilización del poder judicial y policial 
ya son herramientas del libreto que lleva años 
reproduciéndose en América Latina. 
 
Las enseñanzas de otros países marcan un 
camino por el que se debe transitar para que el 
estallido sea la chispa que permita la 
acumulación de fuerzas con capacidad para 
generar alianzas, complicidades y diálogos 
capaces de traducirse en una victoria electoral 
de lo popular con capacidad transformadora. 
Son muchas las disonancias en el pasado entre 
las y los que ahora luchan contra un banquero 
que preside un gobierno dispuesto a acabar de 
saquear por completo al país, pero son más las 
causas comunes, los anhelos, las sintonías y las 
esperanzas que unen a las que hoy recorren las 
calles del Ecuador exigiendo un vivir bien, un 
vivir sabroso, una vida digna y una esperanza 
para el país. 
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